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PROYECTO DE NOTA CONCEPTUAL – MISPA V

1. Antecedentes


Frente a los diversos y crecientes desafíos que enfrentan los Estados y sus ciudadanos, la seguridad pública se ha convertido en una prioridad en las agendas políticas nacionales e internacionales. Existe consenso sobre la necesidad de fortalecer las capacidades institucionales a fin de mejorar las estrategias de prevención desarrolladas,  y,  enfrentar la delincuencia, la violencia y la inseguridad en la región, en un marco de transparencia y respeto a los derechos humanos. De esta manera, se consolida en el ámbito hemisférico una arquitectura institucional cuyo órgano político principal es la Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA).  


En 2008, durante la Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA I), que se llevó a cabo en la Ciudad de México, se adoptó el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas. Este documento establece cinco pilares para el diseño y la implementación de una respuesta integral a los desafíos en materia de seguridad pública dentro de un marco democrático, a saber: gestión de la seguridad pública; prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad; gestión policial; participación ciudadana y comunitaria; y cooperación internacional. 


Al año siguiente, durante la MISPA II, en Santo Domingo, República Dominicana, los Estados Miembros de la OEA, convencidos de la necesidad de avanzar en la implementación de dicho Compromiso, decidieron institucionalizar el proceso MISPA con una reunión cada dos años.  


Como consecuencia, durante la MISPA III, llevada a cabo en 2011 en Puerto España, Trinidad y Tobago, el país anfitrión propuso que este proceso fuera fortalecido tomando como referencia uno de los pilares del Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas. En dicha oportunidad, el acento se colocó sobre la gestión policial.

De igual manera, en la MISPA IV, realizada en Medellín, Colombia, en 2013, el énfasis estuvo puesto en otro de los pilares del Compromiso, el relacionado con la cooperación internacional. 

Teniendo en cuenta estos antecedentes, el Perú busca como país anfitrión, que en 2015 durante la MISPA V, se continúen consolidando los avances puestos en marcha en términos de cooperación para dar sustento a una mayor coordinación de las políticas de seguridad pública en el Hemisferio.

Siguiendo esta premisa, se considera también relevante que para la próxima edición de este foro se adopte como enfoque central otro de los pilares del Compromiso para la Seguridad Pública de las Américas, específicamente, el de prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad.
2. MISPA V: Prevención de la delincuencia,  la violencia, y la  inseguridad 

La delincuencia común y organizada, junto con el incremento de los niveles de violencia, son uno de los principales desafíos que enfrentan los Estados de la región. Para la mayoría de los ciudadanos del hemisferio, la delincuencia se ha convertido en el principal problema por enfrentar, y en esta tarea, existe desconfianza en las instituciones del Estado. Una gestión pública eficaz en materia de seguridad ciudadana, enmarcada en el respeto de los derechos humanos, abre la posibilidad de revitalizar el vínculo gobernados-gobernantes y re-legitimar el rol del Estado.

Desde la sociedad, de manera general, es posible identificar al menos dos niveles de respuesta al aumento de la criminalidad y sensación de inseguridad: uno individual y otro colectivo. A nivel individual, la delincuencia y la violencia han provocado cambios de hábitos y comportamientos. Entre ellos, se puede identificar al desplazamiento interno y a la migración, además de la compra de elementos de protección, como  alarmas y rejas. A nivel colectivo, entre las medidas tomadas se destaca la organización de vecinos para llevar a cabo una variedad de acciones, desde contratar servicios de seguridad privada hasta salir a vigilar las calles. 


Otro aspecto que es ampliamente aceptado por los Estados es que el crecimiento y expansión del delito, la violencia y la inseguridad no solo se enfrentan mediante el cumplimiento y aplicación de la ley vía el uso legítimo de la fuerza, los tribunales y  la ejecución de las penas, sino también a través de la elaboración e implementación de políticas públicas que apunten a la prevención. 


La prevención, en grandes líneas, puede actuar por dos vías: la indirecta y la directa. La vía indirecta se produce por medio del efecto disuasivo que tendría la aplicación del uso legítimo de la fuerza y la aplicación y ejecución de las penas. La vía directa implica la intervención coordinada y articulada del Estado y de actores no gubernamentales para minimizar los factores de riesgo y fortalecer los factores de protección. 


Dentro de lo que sería la vía directa de la prevención, es posible identificar tres niveles de alcance: universal, selectivo e indicado. La prevención universal está destinada a la población en general, independientemente del nivel de riesgo que presenta, y trabaja desde una perspectiva amplia e integral. Intenta disminuir, prevenir y evitar la manifestación de comportamientos violentos. La prevención selectiva tiene como objetivo truncar la evolución e intensificación de la violencia en subgrupos vulnerables, que presentan factores de riesgo asociados. Por último, la prevención indicada se concentra en la rehabilitación y reinserción social de personas de alto riesgo, así como también en minimizar el impacto de la violencia sobre las víctimas. Este último tipo de intervención tiende a ser la más intensiva.  

Para el diseño y ejecución de políticas eficaces de prevención es necesario contar con información y datos de calidad y confiables que permitan llevar a cabo al menos dos análisis de base. El primero, mapear la criminalidad, incluyendo incidencia, prevalencia y densidad delictiva, así como principales actores delictivos. Y, el segundo, identificar y analizar la interacción de factores estructurales e inmediatos que configuran un ambiente conducente a la criminalidad. Entender cuáles son las características y naturaleza de los delitos más comunes y/o los de mayor impacto social, incluyendo perfil de las víctimas y de los victimarios, contexto, ubicación geográfica, motivos, entre otros elementos, permite a los actores gubernamentales y no gubernamentales diseñar políticas de prevención más focalizadas y asertivas.

Asimismo, los temas de acceso y calidad de la justicia no deben quedar en segundo plano.  Dado que la prevención es uno de los cinco pilares establecidos por el Compromiso para la Seguridad Pública en las Américas, MISPA V busca visibilizar y revalorizar la importancia de la prevención y proponer acciones concretas en dicho ámbito de acción. Adicionalmente, durante la MISPA V también se buscará avanzar en la implementación efectiva de mecanismos de cooperación hemisférica en materia de creación y difusión de datos, así como de la profesionalización policial. Respecto a lo primero, se lanzará la Red de Información y Conocimiento sobre Seguridad Pública. Dentro de dicho marco se presentará la Clasificación Internacional del Delito con fines estadísticos y su respectivo plan de implementación en la región. 


Asimismo, se dará cuenta de los avances realizados en lo que respecta a la estandarización e institucionalización de las encuestas de victimización como instrumentos indispensables para la recolección de información que complemente los datos obtenidos por medio de los registros administrativos. El segundo punto hace referencia a la Red Interamericana de Desarrollo y Profesionalización Policial. 


Durante la MISPA V, se espera avanzar en los compromisos expresados por los Estados miembros durante la II Reunión del Grupo Técnico Subsidiario sobre Gestión de la Policía, llevada a cabo el 23 y 24 de abril de 2015, en Trujillo, Perú. En aquella oportunidad, se dialogó sobre la necesidad de crear sólidos vínculos entre las diferentes academias de formación y profesionalización policial de todos los Estados miembros. De igual manera, se identificaron actividades de cooperación como el intercambio periódico de experiencias, personal policial, docentes, mallas curriculares, programas de becas, programas de capacitación y especialización, entre otras.

3. Enfoque Temático

Tema 1:
COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN PARA PREVENIR LA DELINCUENCIA, LA VIOLENCIA Y LA INSEGURIDAD EN TODOS LOS NIVELES DE ACCIÓN

a. Articulación entre las autoridades a nivel local, provincial/departamental/ estadual, nacional y transnacional


Toda política de prevención, independientemente de su plano de ejecución, ya sea a nivel local, nacional, sub-regional y regional, requiere de la articulación transversal e inter-institucional de autoridades y de actores no gubernamentales. La prevención comienza por entender el fenómeno que se quiere prevenir. Para ello, es fundamental tener una perspectiva desde el terreno, que capte de manera realista la naturaleza y características del fenómeno, así como del contexto en el que éste se desarrolla.  

Uno de los elementos críticos para que la prevención sea eficaz y sustentable pasa por la posibilidad y capacidad de identificar los engranajes claves para echar a andar un motor virtuoso. Éste es uno de los grandes desafíos que enfrentan las autoridades nacionales de los países de la región, pues implica superar obstáculos de diversa naturaleza que impiden la adecuada coordinación entre las instituciones del Estado: divisiones territoriales, diferencias partidarias, visiones de corto plazo, entre otros. 


Dada la multidimensionalidad de la prevención, las acciones en este ámbito requieren de  mecanismos de coordinación y articulación entre diferentes niveles de gobierno, entre diversas instituciones públicas, además de requerir la participación de la sociedad civil. La prevención tendrá éxito en la medida en que se tenga un entendimiento realista y riguroso de la situación concreta, se aprovechen las capacidades instaladas, se transfiera conocimiento e información, se sumen voluntades, se coordinen esfuerzos y se incorporen herramientas de medición de impacto. 

b. Programas sociales para reducir los factores de riesgo y fortalecer los factores de protección 

La vulnerabilidad no es una condición permanente, inamovible o invariable a lo largo de la vida de una persona, sino que es dinámica. Por medio de la intervención pública fundamentalmente y público-privada eficaz es posible minimizar o revertir la situación de vulnerabilidad de determinados sectores de una sociedad. La identificación de dichos sectores por parte del Estado resulta fundamental para el diseño de políticas de prevención focalizadas.   

Existe evidencia empírica que permite argumentar que ciertas condiciones socio-económicas del entorno macro (falta de acceso a bienes y servicios, escasez de opciones en el mercado formal de trabajo, desigualdad y exclusión, entre otras) y micro (violencia familiar, inexistencia de proyecto de vida, baja auto-estima, entre otras) están vinculadas con la violencia y la criminalidad. Es la combinación de múltiples factores de diversa naturaleza lo que incide sobre el fenómeno de la violencia y la criminalidad. 

Estos factores de riesgo estructurales, contextuales e individuales pueden ser atendidos por diferentes instituciones públicas, a través del trabajo coordinado entre ellas y con actores sociales, incluyendo familias, escuelas, organizaciones religiosas, agrupaciones empresariales, entre otros. Al mismo tiempo que se intenta reducir los factores de riesgo, también se debería impulsar, de manera articulada y multisectorial, iniciativas para fortalecer los factores de protección. 

Esto requiere que los Estados pongan en práctica estrategias ágiles y asertivas, articuladas y coordinadas de manera inter-institucional, además de movilizar esfuerzos y recursos a nivel de la sociedad civil. He aquí donde el Estado tiene un potencial rol transformador de la sociedad y de las condiciones de vulnerabilidad de amplios sectores poblacionales, sobre todo, los de mayor riesgo.    

Es importante conocer, documentar y difundir a nivel hemisférico, las acciones que están siendo implementadas para reducir los factores de riesgo y fortalecer los factores de protección. En aras de promover la transferencia e intercambio de conocimientos y experiencias, resulta fundamental llevar a cabo evaluaciones de resultados y de impacto. Estas últimas requieren de diseños de investigación rigurosos, que incorporen métodos como la selección aleatoria, grupos de control y de comparación que, de manera científica, puedan identificar qué intervenciones funcionaron y cuáles no.  
c. Transversalidad y Transnacionalidad de los delitos: Fortaleciendo los controles en las fronteras


Algunos tipos de delincuencia no conocen fronteras. La transnacionalidad de ciertos delitos y el impacto transversal de éstos tornan imperativo un trabajo articulado entre autoridades nacionales de países vecinos. 


Existen delitos que se cometen,  sobre todo, en zona de frontera. Éstos están relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, armas, mercancías e, incluso, personas. Al respecto, existen denuncias de explotación y abusos, además de registrarse víctimas de delitos como la extorsión, esclavitud y trata de personas.  


Los casos de libre desplazamiento de la criminalidad entre Estados soberanos dejan en evidencia la ausencia de mecanismos eficaces de coordinación horizontal (bilateral, sub-regional y regional). Dada la capacidad de desplazamiento de la criminalidad y los niveles de sofisticación y de recursos alcanzados por los grupos delictivos, tanto financieros como de poder de fuego, no es posible abordar la cuestión de la prevención de la violencia de manera unilateral. Independientemente de la ubicación geográfica, del nivel de desarrollo y crecimiento económico alcanzado, de la calidad y capacidad de las instituciones, ningún país está exento de la problemática y ninguno es autosuficiente para encarar el tema de la violencia y la criminalidad. 


Las actividades delictivas transnacionales impactan, en mayor o menor grado, a todos los países de la región. Por tanto, resulta imperativo que cada Estado asuma su responsabilidad y apueste por un abordaje concertado, coordinado e inteligente. Los avances en materia de interconexión, tecnologías de la comunicación e información, georreferenciación, vigilancia satelital y aérea, entre otros, tornan aún más viable y ágil la coordinación de la gestión de las fronteras.

d. Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito

La cooperación y la coordinación como ejes rectores de la prevención también deben estar presentes a nivel hemisférico. El trabajo en red puede ser considerado como un mecanismo que permita superar las barreras institucionales impuestas por los organigramas y la gestión por funciones, facilitar la interconexión entre una multiplicidad de actores, promover la generación de sinergias, así como fomentar las acciones conjuntas. 
En vista de las potenciales virtudes y beneficios que trae aparejado el trabajo en red, la Asamblea General de la OEA estableció por mandato, la creación de la Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito en 2014. Este hecho político reconoce la necesidad de priorizar y revalorizar el tema de la prevención a nivel hemisférico.
La Red se presenta como un mecanismo de diálogo, aprendizaje horizontal y consulta permanente que permite el intercambio de experiencias, información, know-how, expertise y lecciones aprendidas en materia de prevención por parte de todos los actores, los mismos  que pueden ser gubernamentales o no gubernamentales, y que están dedicados a trabajar en el tema. Es también un espacio para fomentar la articulación político-institucional y la movilización de recursos humanos y financieros para potenciar las acciones y el impacto de éstas. 

Finalmente, en el marco de la Red, los países encontrarán el ámbito adecuado para solicitar asistencia técnica y acompañamiento para la implementación de iniciativas y políticas de prevención. 

Tema 2:
DATOS E INFORMACIÓN PARA EL DISEÑO Y EJECUCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE PREVENCIÓN

a. Red Interamericana de Información y Conocimiento sobre Seguridad Pública 

La capacidad de crear y recolectar datos confiables y de calidad debería ser la base para la toma de decisiones, así como para guiar la formulación y los procesos de evaluación de toda política pública, incluyendo las políticas de prevención de la violencia y la criminalidad. 


Existen varios elementos, tanto externos como internos, propios de las instituciones del sistema de justicia penal, que generan datos y que inciden sobre la calidad de los mismos. Entre ellos, cabe mencionar los siguientes: el periodo temporal de referencia, la unidad de medición elegida, la forma de interpretación de los hechos, los instrumentos de recolección utilizados, entre otros. 

Dada la relevancia analítica, política y programática de los datos, uno de los ejes de trabajo de la Red Interamericana de Información y Conocimiento sobre Seguridad  Pública es la elaboración y aplicación de criterios y estándares de calidad que contribuyan a mejorar la confiabilidad de los datos, así como la comparabilidad de los mismos, tanto a lo largo del tiempo, como entre países. Para ello, nuevamente, se recurrirá al modelo de trabajo en red, generando un espacio interamericano que convoque a los actores públicos involucrados en el proceso de creación y recolección de los datos sobre delincuencia y justicia penal. 


La interacción continua y sistemática de múltiples actores en un espacio regional propicia el intercambio horizontal de información, experiencias y conocimiento. De igual manera, fomenta la identificación de necesidades técnicas y tecnológicas, así como la discusión colectiva de problemas comunes relacionados con la estadística y los datos sobre delincuencia, violencia e inseguridad   

La Red también provee un marco adecuado para trabajar en la normalización y estandarización de la estadística sobre delincuencia y funcionamiento de los sistemas de justicia penal a nivel nacional y hemisférico, así como en los instrumentos de recolección de la información. Existen al menos dos herramientas clave para alcanzar dicho objetivo: la Encuesta de las Naciones Unidas sobre Tendencias del Delito y Operaciones de los Sistemas de Justicia Penal (CTS, por sus siglas en inglés) para la recolección sistemática de los datos y la Clasificación Internacional de Delitos con fines estadísticos para estandarizar los conceptos, las definiciones y las variables de desagregación.     
b. Clasificación Internacional de Delitos con fines estadísticos


La creación de una Clasificación Internacional de Delitos para fines estadísticos fue liderada por la Comisión de Estadística y la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal de Naciones Unidas. El cumplimiento de este mandato recayó sobre un grupo de tareas liderado por la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas en inglés) y la Comisión Económica para Europa. 


El proceso de creación de la clasificación internacional contó con la activa colaboración y los valiosos aportes de los institutos de estadística e instituciones de justicia criminal de países de todas las regiones del mundo, expertos de organizaciones regionales e internacionales y académicos. 


La Clasificación Internacional de Delitos provee un marco conceptual común para la producción sistemática de datos estadísticos de manera transversal a todos los sistemas de justicia penal, jurisdicciones, metodologías y fuentes de información. Tiene el potencial de convertirse en una herramienta metodológica clave para la estandarización y comparabilidad de las estadísticas penales y de justicia penal que, a su vez, brinde insumos de calidad para el diseño de programas y políticas públicas para la prevención del delito, el fortalecimiento del Estado de derecho y la reforma de la justicia penal. 


Los delitos se encuentran agrupados en once grandes categorías (secciones) que, a su vez, se sub-dividen en hasta tres niveles. La clasificación permite no sólo identificar de manera estandarizada los diferentes tipos de delito sino, además, por medio del uso de etiquetas, establecer una serie de características que describen la naturaleza de los delitos registrados. De esta manera, se espera producir información relevante para entender los patrones que asume la criminalidad en un determinado lugar y tiempo, y proveer insumos confiables que informen asertivamente el proceso de elaboración de políticas públicas a fin de enfrentar el crimen, así como prevenir los comportamientos violentos y delictivos.    


Las Américas, al igual que otras regiones del mundo, tendrán el histórico desafío de adecuar sus sistemas, procesos y herramientas a la Clasificación Internacional de Delitos. A nivel regional y nacional, es necesario diseñar planes para la implementación gradual y realista  de dicha clasificación.   

c. Encuestas de victimización y percepción sobre inseguridad 

Los delitos registrados por medio de las denuncias realizadas por los ciudadanos (tanto en las sedes policiales como en las fiscalías, dependiendo del país),  no son suficientes para conocer la incidencia y prevalencia de delitos ni las dinámicas y patrones de la criminalidad y la violencia. 

Una herramienta clave para intentar captar una radiografía más exacta y realista del nivel e impacto de la criminalidad y la violencia son las encuestas de victimización. Dada la importancia de las encuestas de victimización para medir lo que se conoce como la “cifra negra” (delitos no denunciados), la prevalencia e incidencia delictiva y la percepción de inseguridad por parte de la ciudadanía, surgió una iniciativa para desarrollar una metodología común para estandarizar dicho instrumento de medición a nivel regional. Junto con la OEA, forman parte de esta iniciativa de UNODC: el Centro de Excelencia para Información Estadística de Gobierno, Seguridad Pública, Victimización y Justicia, el Banco Inter-Americano de Desarrollo (BID) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).  

Resulta imprescindible darle un impulso político a esta iniciativa regional para lograr al menos dos objetivos: uno interno y otro externo. Respecto al objetivo interno, se busca consolidar las encuestas de victimización como instrumentos institucionales para la recolección de información sobre delincuencia, victimización y percepción de la seguridad. Para ello, hace falta alinear y articular algunos factores que le den sustentabilidad interna a las encuestas de victimización: recursos humanos especializados, marco institucional autónomo, marco normativo claro, presupuesto adecuado y metodología rigurosa. El impulso político al más alto nivel también es crucial para alcanzar al menos un objetivo externo: acordar un cuestionario común a nivel regional y estandarizar algunas etapas o aspectos clave del proceso metodológico de las encuestas de victimización para, de esta manera, obtener datos que sean rigurosos, comparables e intercambiables entre países a lo largo del tiempo.
ANEXO I
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